3
9

León, Guanajuato, a veintiséis de noviembre del año dos mil ocho. . . . . . . . . . . 

V I S T O  para resolver el expediente número 181/2007, que contiene las actuaciones del recurso de inconformidad interpuesto por el CIUDADANO MARINO CASTILLO VALLEJO, DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, en contra del Sistema  de Agua Potable y Alcantarillado de León; y, por ser el momento procesal oportuno se resuelve conforme a los siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

PRIMERO.- Que en el artículo 206, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, el legislador utiliza el término “particulares”, el que en una acepción amplia comprende a personas físicas y a personas morales; por ende, debemos entender como particulares tanto a las personas morales públicas, como a las personas morales privadas, ya que la Ley no distingue, por ende, considerando que la Nación es una persona moral y como tal es sujeto de derechos y obligaciones para efectos del derecho privado, conforme a la teoría de la doble personalidad del Estado; luego entonces, la Nación como Estado en su acepción amplia ejerce la función formalmente jurisdiccional a través del Poder Judicial de la Federación y el Consejo de la Judicatura Federal como Órgano Administrativo, tiene a su cargo la administración del Poder Judicial de la Federación, mientras que su Director General de Asuntos Jurídicos, entre otras, cuenta con atribuciones para interponer toda clase de recursos, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 104, fracción X, del Acuerdo General del Pleno del citado Consejo, que Reglamenta la Organización y Funcionamiento  del mismo; de este modo, el Consejo de la Judicatura Federal recibe la prestación del servicio público de agua potable y alcantarillado, siendo el caso, que se le están cobrando derechos fiscales como a cualquier particular, por ello, en el término “particulares” queda comprendida la referida entidad pública, ya que no actúa como autoridad, por tal virtud, es óbice que dicho Organismo esta legitimado para promover el presente recurso de inconformidad. . . . . . . . . . . . . . . 

Por tanto, de conformidad a lo previsto por los artículos 206, párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 41, segundo párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato y 1º, 2º fracción III, 4º y 15 fracción I, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente  para   tramitar  y  resolver  el  presente   recurso   de  inconformidad,  por 
impugnarse un acto emitido por el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León. 

SEGUNDO.- En la presente Causa Administrativa el acto impugnado consiste en la negativa a reconocer la exención de pago de derechos por el servicio de agua potable y alcantarillado, respecto al inmueble ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos número 915 Oriente, Colonia Coecillo de León, Guanajuato, cuya existencia se acredita en autos con el original del oficio número JUR/122/07, de fecha dieciséis de mayo del año dos mil siete, el cual obra en el secreto de este Juzgado. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- El ciudadano Marino Castillo Vallejo, acredita la personalidad jurídica que ostenta con la copia certificada del nombramiento de Director General de Asuntos Jurídicos del Consejo de la Judicatura Federal, de fecha dieciséis de enero del año dos mil siete, quien cuenta con atribuciones para promover el presente recurso de inconformidad, conforme a lo estipulado por el artículo 104, fracción X, del Acuerdo General del Pleno del  citado Consejo, que Reglamenta la Organización y Funcionamiento  del mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada no aduce causales de improcedencia y éste Órgano de Control de Legalidad advierte que no se actualiza ninguna de las previstas en el citado artículo 49, por tal razón, se está en aptitud de estudiar los agravios esgrimidos en el recurso de inconformidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- La parte recurrente en el primer agravio en esencia aduce que la autoridad demandada pasa por alto que el inmueble del que se solicitó el reconocimiento de la exención de pago de los derechos por el servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento, es un bien del dominio público de la Federación, por tanto, se encuentra exento por disposición Constitucional del pago de las contribuciones que perciban los Municipios por la prestación de los servicios que la misma Constitución establece a su cargo, como lo es el de agua potable, alcantarillado y saneamiento; que se consideraran destinados al servicio público los inmuebles utilizados por los Poderes Legislativo y Judicial de la Federación, así como por el Poder Ejecutivo y sus Dependencias, de este modo se actualizan los extremos del artículo 115, fracción IV, inciso c), de la Constitución Federal, la Ley General de Bienes Nacionales vigente, establece como requisito para que un inmueble sea considerado como del dominio público de la Federación, que éste sea de su propiedad y que se encuentre destinado a un servicio público, tal como se desprende de los artículos 1° fracción II y 2° fracciones IV y V,  3° fracción III,  4, 6 fracción VI y 29 fracciones I y II de la Ley General de Bienes Nacionales vigente; si la autoridad hubiese considerado que con base en el principio de supremacía Constitucional, era necesario que se atendiera a lo dispuesto por el artículo 115 de la Carta Fundamental, no habría negado el reconocimiento de exención, en el que el constituyente expreso en forma clara su voluntad de considerar a los bienes de dominio público federal, respecto de las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c) de la fracción IV de dicho numeral, exención que incluye tanto a los tributos inmobiliarios como a los derechos que se pagan por la prestación del servicio público; que la consideración vertida ha sido comprendida en la forma y magnitud por el Constituyente Local, quien la ha plasmado en su ausencia en los artículos 117 y 121 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato, en dichas condiciones los supuestos tanto de la Constitución Federal, como de la Constitución Local, se encuentran totalmente satisfechas, pues el inmueble que de que se trata, fue adquirido por el Poder Judicial de la Federación mediante la aludida compraventa y es utilizado para satisfacer la garantía constitucional prevista en el artículo 17 de la Carta Magna, que es la de administrar justicia en beneficio de la colectividad, cumpliendo el inmueble ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos número 915 oriente, colonia Coecillo, en León, Guanajuato, con los requisitos para ser considerado como del dominio público de la Federación. En tanto que, la autoridad recurrida en esencia aduce que si bien es cierto que la Carta Magna establece en el artículo 115, fracción IV, la exención sobre los bienes del dominio público, también lo es, que en la Legislación que regula la materia impositiva local, no se encuentra establecida liberación de pago por concepto de los derechos de agua potable y alcantarillado a ningún contribuyente, razón por la que no se accedió a lo solicitado, aunado a que la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, señala que si la exención en materia tributaria consiste en que conservándose los elementos de la relación jurídico tributaria, se libera de las obligaciones fiscales a determinados sujetos fiscales, por razones de equidad o conveniencia o política económica, que este debe de formar parte integrante del sistema del tributo, de modo que su aprobación, atribución y alcance debe estar establecida en las normas con jerarquía de Ley formal y material en la que se determine la exención del gravamen y en el caso concreto, la exención no se encontraba establecida en las Leyes Fiscales como lo son la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y en la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal 2007 o en cualquier año. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agravio que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes razones  lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, en nuestro sistema jurídico, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se coloca por encima de las Leyes, Reglamentos y de todas las autoridades, por ello, el actuar de los Órganos de la Administración Pública Municipal Centralizada y Descentralizada debe ajustarse a las disposiciones de la Carta Magna; en este orden de ideas, si las normas que regulan la materia tributaria se derivan de la Constitución Federal y están sometidas a la misma, de esa manera, por el sólo hecho de que la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año 2007, no contemplen la regulación de la exención del pago de derechos fiscales por la prestación de los servicios públicos de agua potable y alcantarillado, luego entonces predomina el artículo115, fracción IV, inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de ahí que no prevalece el sentir de la autoridad recurrida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así pues, la Constitución Federal es la base de todo el Derecho Fiscal en los tres ámbitos de gobierno y como lo sostienen algunos criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la doctrina en la materia, la Carta Fundamental es la fuente de mayor jerarquía que precede a todo Ordenamiento Jurídico, siendo lo anterior así, ante la ausencia de normas jurídicas en las leyes que regulan la materia fiscal en el ámbito del Gobierno Municipal, la autoridad recurrida de manera insoslayable debe aplicar al supuesto de la parte recurrente los artículos 115, fracción IV, inciso c), de la Constitución Política de los Estados unidos Mexicanos y 121, párrafo penúltimo, de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, ya que dichos numerales disponen en forma expresa, que los bienes del dominio público de la Federación que se encuentren afectados a un servicio público están exentos del pago de contribuciones; sobre el particular cabe resaltar que el concepto contribuciones debe entenderse en un concepto genérico que comprende impuestos, derechos, aportaciones federales y contribuciones especiales por ejecución de alguna obra pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, el artículo 115, fracción IV, inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo conducente establece: . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 115.- . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
IV.- Los Municipios administraran libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor y en todo caso:

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.

Las leyes federales no limitaran la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes del dominio público de la Federación, de los Estados o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.
…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

Respecto al Régimen de dominio público de los inmuebles de la Federación y al destino a un servicio público, los artículos 6 fracción VI y 59 fracción II de la Ley General de Bienes Nacionales, expresan: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 6.- Están Sujetos al Régimen de Dominio Público: 
I.- Los inmuebles federales que estén destinados de hecho o mediante un ordenamiento jurídico a un servicio público y los inmuebles equiparados a estos conforme esta Ley.”  
“ARTÍCULO 59.- Están destinados a un servicio público los siguientes inmuebles federales: 

II.- Los destinados al servicio de los Poderes Legislativo y Judicial de la Federación.” 

Por su parte, el artículo 121, párrafo penúltimo, de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, al respecto señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 121.- Los Municipios administrarán libremente su Hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que el Congreso establezca a su favor, y en todo caso:

a), b) y c).-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las Leyes no establecerán exenciones o subsidios respecto de las mencionadas contribuciones, a favor de persona o institución alguna. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados o de los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.

…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo la tesitura de los preceptos jurídicos transcritos, se desprende que los inmuebles propiedad de la Federación, para que estén exentos del pago de los derechos por la prestación del  servicio de Agua Potable y Alcantarillado, es menester que sean del dominio público de la Nación; por disposición expresa del artículo 6, fracción VI, de la Ley General de Bienes Nacionales, tienen éste carácter los inmuebles destinados de hecho o mediante un ordenamiento jurídico a la prestación de un servicio público; y, conforme a lo establecido por el artículo 59, fracción II, de la misma Ley, son  considerados bienes del dominio los destinados al servicio del Poder Judicial de la Federación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En este contexto, para que un inmueble propiedad de la Nación, este sujeto al régimen del dominio público, por un lado, basta con que esté destinado de hecho a la prestación de un servicio público, de ese modo, no es indispensable la existencia de una declaratoria formal, a fin de que el bien adquiera ese carácter, por otro lado, basta que por mandato legal el inmueble se destine al servicio público, o bien, que la Ley haga una equiparación. De esa manera, en autos de la presente causa administrativa se encuentra acreditado que el inmueble ubicado en la calle Boulevard Adolfo López Mateos, número 915 oriente, Colonia Coecillo de ésta ciudad, es una propiedad Federal y que está destinada al uso del Poder Judicial Federal, ya que en el multireferido inmueble  se encuentran las instalaciones de los Juzgados de Distrito. . . 
Así tenemos que en el caso, el inmueble que nos ocupa forma parte del patrimonio de la Federación, según se demuestra con la escritura pública 78,502, de fecha veintiséis de noviembre de mil novecientos noventa y siete, otorgada ante la fe del Licenciado Eduardo A. Martínez Urquidi, Notario Público número 56, en legal ejercicio en el Distrito Federal, documental pública que merece pleno valor probatorio conforme al artículo 210 segundo párrafo, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado de manera supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, por estar emitida y certificada por funcionario público; y, de igual manera, se justifica plenamente que el inmueble es un bien del dominio público de la Federación incorporado a la prestación de un servicio público Federal, puesto que en el noveno punto del capítulo de antecedentes del citado Título de Propiedad, se expresa que será destinado al uso del Poder Judicial Federal para que se instalen los Órganos Jurisdiccionales que se estimen convenientes, además de que es un hecho notorio y público que los Juzgados de Distrito actualmente se encuentran instalados y administrando justicia como tales en el inmueble que actualmente se encuentra marcado con el número 915-Oriente del  Boulevard Adolfo López Mateos, Colonia Coecillo de ésta ciudad. . . . . . . .  . . . . . . . . .  
En mérito de lo anterior, no existe impedimento para concluir que el inmueble ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos número 915 Oriente, de la colonia Coecillo de esta ciudad, se encuentra ocupado por los Juzgados de Distrito y destinado al ejercicio de administración de justicia, a través de los Tribunales Federales con residencia en esta ciudad de León, Guanajuato, por tanto, es evidente que la parte recurrente se encuentra en el supuesto jurídico previsto en los artículos 115 fracción IV, inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 121, párrafo penúltimo, de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, por lo que procede la exención de los derechos fiscales causados por la prestación de los servicios de agua potable y alcantarillado. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Que habiendo resultado fundado el agravio analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto a debate y es innecesario el estudio de los demás agravios esgrimidos por la parte recurrente en su escrito inicial de recurso, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de la presente resolución. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206 Párrafo Segundo, 213 fracción II y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 41 segundo párrafo de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y 1º, 2º fracción III, 3º, 4º, 15 fracción I, 46, 47 y 48 fracción II del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del oficio número JUR/122/07, de fecha dieciséis de mayo del año dos mil siete, a través del cual se niega la exención del pago de derechos por el servicio de agua potable y alcantarillado, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando cuarto de la esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Se condena al Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, Guanajuato, para que en  el término que no exceda de quince días hábiles, contados a partir de que cause ejecutoria la presente resolución, comunique a la parte recurrente la exención del pago de los derechos del servicio público de Agua Potable y Alcantarillado de León. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en tres tantos el Licenciado Eliverio García Monzón, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos Licenciada Ma. Teresa Alférez Rodríguez.- quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

